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Introducción

El Ente Unico Regulador de los Servicios Públicos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ha sido creado por la Constitución de la Ciudad (art. 138) dotándolo de personería jurídica, autarquía, independencia funcional y legitimación procesal y su constitución ha sido reglamentada mediante la Ley 210 (29/06/99)

Pese al tiempo transcurrido -1999-2007-, el Organismo aún no ha logrado romper el aislamiento en relación al conjunto de los organismos que conforman el  aparato estatal en el propio ámbito del gobierno de la CABA, como así tampoco ha logrado legitimarse como un par frente a otros organismos de control ya sean estos locales o nacionales, ni frente a los prestdores de los servicios.

La presunción que subyace es que uno de los factores causales de esta problemática que deviene en la “imposibilidad de ser y hacer” es la enorme dificultad por trascender la visión y el anclaje al “municipio”, por lo que no logra establecer relaciones con el conjunto, ya que lo que está obstaculizada es  tanto su capacidad de visualizarlo como de visualizarse en relación a y con ellos.

El supuesto teórico que guía la reflexión es que la inserción social -ámbito- determina la conciencia social -visión- y por ende las prácticas concretas, por lo que, el obstáculo, desde nuestra perspectiva, no radica ni en la capacidad ni en la voluntad de las personas (trabajadores y/o directivos) ni en los marcos regulatorios ni el andamiaje jurídico, si bien abonan en lo que hemos denominado “la imposibilidad de ser y hacer”.

Hemos tomado como soporte empírico de esta aproximación al problema la Ley 1665 de Transporte Escolar, recientemente sancionada y que designa al Ente como Autoridad de Control de este segmento de la oferta.

El desafío de la Unión Personal Civil de la Nación, es colaborar en lograr revertir esta situación, habida cuenta que por su inserción histórica, su conformación práctica e ideológica, que abarca al conjunto nacional, se encuentra dotadada de una capacidad casi innata de pensar al conjunto más basto -nación- estructuradamente. 

Este es su “plus” y su especificidad, como organización gremial que la diferencia del resto de las organizaciones sindicales que actúan en la CABA. Por lo tanto el esfuerzo, a mi modo de ver, debe centrarse en transmitir, para instalar, la mirada estratégica de conjunto y a partir de allí “ser y hacer”.

Planteo del problema: el desafío y la oportunidad

La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires previó en su Art. 138 la creación del Ente Único Regulador de los Servicios Públicos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dotándolo de personería jurídica, autarquía, independencia funcional y legitimación procesal y “...destinado a ... ejercer el control, seguimiento y resguardo de la calidad de los servicios públicos cuya prestación o fiscalización se realice por la administración central o descentralizada o por terceros para la defensa y protección de los derechos de sus usuarios y consumidores, de la competencia y del medio ambiente, velando por la observancia de las leyes que se dicten al respecto....”

El 29 de junio de 1999, la legislatura de la CABA reglamentó la constitución del organismo y sancionó la Ley N° 210 por la que se establecen (artículo 2º) los servicios públicos comprendidos en el control del Ente, a saber:

a) Transporte público de pasajeros

b) Alumbrado público y señalamiento luminoso.

c) Higiene urbana, incluida la disposición final.

d) Control de estacionamiento por concesión.

e) Conservación y mantenimiento vial por peaje.

f) Transporte, tratamiento, almacenamiento y disposición final de residuos patológicos y peligrosos.

g) Televisión por cable o de transmisión de datos, con el alcance previsto en el Art. 3° inciso m) de la misma ley.

h) Servicios públicos que se presten en el ámbito de la Ciudad cuya prestación exceda el territorio de la misma, sin colisionar con la competencia atribuida a otros órganos del Gobierno de la Ciudad, a los entes de otras jurisdicciones y a los entes de la Nación, con los que se complementa.

i) Sistema de Verificación fotográfica de infracciones de tránsito por concesión (agregado por Ley N° 593)

j) Transporte escolar (agregado por Ley Nº 1665).

Siendo sus funciones, siempre según la Ley 210: 

a) Verificar el correcto cumplimiento de las leyes o normas reglamentarias de los servicios sometidos a su jurisdicción. 

b) Controlar las actividades de los prestadores de servicios públicos en todos los aspectos prescritos por la normativa aplicable respecto a la seguridad, higiene, calidad, continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios. 

c) Informar, proteger y asesorar sobre sus derechos a los usuarios, consumidores y a las asociaciones que estos conformen, asegurándoles trato equitativo y acceso a la información en los términos del Art. 46 de la Constitución de la Ciudad, garantizando que sea proporcionada en condiciones tales que habilite la toma de decisiones y la participación en las audiencias públicas.

d) Organizar actividades de capacitación, campañas educativas y acciones de cualquier índole que tiendan a instruir a la población desde la niñez acerca de los derechos como usuario de servicios públicos.

e) Controlar el cumplimiento de los contratos de concesión, licencias, permisos, autorizaciones y habilitaciones. 

f) Analizar las bases de cálculo de los regímenes tarifarios. 

g) Advertir a la autoridad competente en caso de alteración del principio de razonabilidad y justicia tarifaria, mediante resolución fundada.

h) Crear un sistema de información que permita evaluar en forma estadística el desempeño de los prestadores de los servicios controlados, reglamentar el procedimiento de encuesta de opinión y de servicios. 

i) Prevenir conductas anticompetitivas, monopólicas o discriminatorias y efectuar las denuncias pertinentes, implementando las acciones tendientes a hacer cesar dichas conductas. 

j) Recibir y tramitar las quejas y reclamos que efectúen los usuarios en sede administrativa tendientes a resolver el conflicto planteado con el prestador. El Ente dicta las normas internas de procedimiento del trámite administrativo.

k) Ejercer la jurisdicción administrativa.

l) Reglamentar el procedimiento para la aplicación de las sanciones que correspondan por violación de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales de los respectivos servicios, de conformidad con los regímenes sancionatorios vigentes, y aplicar las mismas respetando los principios del debido proceso. 

m) Controlar el estado de las instalaciones de transporte local y redes de distribución en la vía pública tanto en el espacio aéreo como subterráneo respecto de los servicios públicos locales y supervisar los tendidos de los interjurisdiccionales, a los efectos de velar por la seguridad y el resguardo ambiental. 

n) Velar por la protección del ambiente, la seguridad, higiene y salubridad de los establecimientos e instalaciones y vehículos de los servicios sometidos a su competencia, incluyendo el derecho de acceso a las mismas, ante cualquier amenaza real o potencial a la seguridad y conveniencia pública, sin que ello importe la interferencia en la continuidad y regularidad de los servicios. En las acciones de prevención y constatación de contravenciones, así como para lograr el cumplimiento de las medidas de secuestro y otras que pudieren corresponder, el Ente está facultado para requerir al juez competente el auxilio de la fuerza pública con jurisdicción en el lugar del hecho.

o) Requerir al Poder Ejecutivo la realización de Audiencias Públicas conforme lo establecido en el Art. 13.

p) Participar en las Audiencias Públicas locales y Nacionales en temas de su competencia.

q) Promover y llevar adelante las acciones judiciales pertinentes a fin de asegurar el cumplimiento de sus funciones coordinando con la Procuración General.

r) Requerir a los prestadores de servicios bajo su control, la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus obligaciones, con el adecuado resguardo y reserva de la información que pueda corresponder. 

s) Publicar las decisiones que adopte incluyendo sus antecedentes.

t) Asistir al Poder Ejecutivo a su requerimiento, mediante opinión fundada, en la elaboración de las políticas de planificación, gestión, regulación y renegociación de los contratos de los servicios públicos. 

u) Elevar anualmente al Poder Ejecutivo y a la Legislatura de la Ciudad al 30 de abril de cada año, un informe sobre las actividades del año inmediato anterior y las sugerencias sobre inclusión de actividades bajo régimen de servicio público, como asimismo cualquier otra medida a adoptar en beneficio del interés general. A tal fin el Presidente del Ente asiste personalmente a la Legislatura.

Si bien la puesta en marcha del Ente fue -es- un indicio de que la Ciudad avanzó en la organización de sus propias instituciones, también es una clara demostración de cómo nó deben organizarse las instituciones y de cómo transformar, a través del mecanismo de negación, a una institución propia en ajena, a pesar de que los miembros de su directorio son elegidos por la Legislatura, el Presidente designado por el Ejecutivo y el personal reclutado de filas propias.

Tanto es así, que las funciones de control de los servicios públicos delegadas por la Ley 210 continúa ejerciéndose no sólo en organismos públicos nacionales, e interjurisdiccionales (tripartitos), sino que por diferentes reparticiones de la Administración Central de la Ciudad, “como si la vieja Municipalidad se resistiere a dar paso a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y lo establecido en su Constitución...”
 generando la duplicación de funciones y/o de órganos del estado, lo que conspira contra una ordenada gestión de gobierno, con el consecuente derroche de recursos tanto materiales como humanos.

Pero como si ello no fuera suficiente, un servicio como el Transporte Escolar que como Municipalidad estaba perfectamente delimitado, como Ciudad Autónoma fue incorporado a la lógica descripta, con la sanción de las leyes 1665 y 1919.

Como consecuencia de ello, no logra imponerse como un Organismo de Control y mucho menos Unico.

Por otra parte, el EURSPCABA tampoco logra imponerse como Organismo Técnico. 

Desde nuestra perspectiva, una de las razones radica en que la proporción de personal reclutado, que como ya dijimos en la mayoría de los casos provienen de las filas propias, sin experiencia  técnica en los diferentes servicios públicos bajo control del Ente y sin formación profesional es de tal magnitud que tiñe la estructura completa, máxime cuando en muchos casos se trata del primer empleo público o directamente de la primer experiencia laboral formal del agente, lo que se agrava ante la inexistencia de una política de capacitación y de formación, por lo que termina siendo “la profecía autocumplida” y devorándose a sí mismo.

Aquí cabe una digresión. Existe una opinión muy difundida que establece que la cuestión de la falta o imposibilidad de "ser y/o hacer" radica en un problema de su propia formación o creación misma ya que, según esta percepción del tema-problema, los estatuyentes porteños tuvieron un espíritu y las negociaciones y redacciones de las distintas comisiones plasmaron en la letra de la creación del Ente algo trunco en su concepción y objetivos, el que se encontraría sintetizado en el nombre mismo de la institución: “Ente Regulador”. El término "Regulador", denotaría un espíritu  que no se refleja o, lo que es lo mismo, se disuelven en los objetivos o en las potestades que las leyes posteriormente le otorgaron.

Si bien creemos que ello es cierto, para nosotros no es suficiente para explicar el por qué del problema, habida cuenta que, por ejemplo, la Comisión Nacional de Regulación del Transporte tiene el mismo "defecto" de origen, también es de "Regulación", y sin embargo no reguló y creemos que no lo hará nunca, sobre todo a partir de la declaración de emergencia en el transporte. No obstante ello, nunca ha estado aislado, sino más bien todo lo contrario y desde la Comisión Nacional de Transporte Automotor supo imponerse al conjunto, cuando aún prácticamente no existían organismos de control y, por ende, no había experiencia en la materia.

Volviendo al tema. El presente trabajo tiene como soporte empírico la Ley 1665 de Transporte Escolar, recientemente sancionada y que designa al Ente como Autoridad de Control de este segmento de la oferta, al que ha definido como servicio público.

Creemos que la incapacidad por trascender la visión y el anclaje al “municipio”, y que como ya dijéramos, le impide establecer relaciones con el conjunto, debido a que lo que está obstaculizada es su capacidad de visualizarlo como de visualizarse en relación a y con ellos, está suficientemente plasmada en la mencionada Ley, y además hace extensiva esta dificultad, en principio a los dos poderes del Estado: Legislativo y Ejecutivo y en donde el Ente no es la excepción.

En relación a la Ley, algunas cuestiones llamaron nuestra atención. Antes de abordarlas, debemos reconocer que se trata de la primera formalización, en el ámbito del transporte, de la distinción entre Autoridad de Aplicación –AA- y Autoridad de Control –AC-. 

No obstante, esta distinción formal, se desdibujó completamente en el Decreto reglamentario de la Ley, al establecer: “todos los organismos que perteneciendo o no al gobierno de la CABA  que poseen poder de policía en materia de control de tránsito, cuando detecten infracciones y/o incumplimientos a lo dispuesto por la normativa vigente, deberán además de dar cumplimiento a lo establecido en los parágrafos 8.2.6.1 y 8.2.6.2
, comunicar dentro del plazo de diez (10) días corridos, las actas respectivas al EURSPCABA a los fines que le son propios de acuerdo a lo establecido por la Ley Nº 210”.

Aquí cabe otra digresión. Consideramos que esta modificación introducida por la reglamentación parte de la confusión, constante en todo el plexo normativo –por lo tanto, casi diríamos “mental-genética”-, entre tránsito y transporte producto, desde nuestra perspectiva, de la inexperiencia como Estado en el manejo del servicio de transporte público “propio” masivo (por lo que no se considera al servicio de autos de alquiler con taxímetro), habida cuenta que como Municipio sólo debía controlar las infracciones al tránsito cometidas por cualquier rodado (público o privado, de pasajeros o de cargas, de dos o mas “ruedas”) dentro de los límites geográficos. La Ley 2148, de reciente sanción, que aprobó el Código de Tránsito y Transporte es la muestra más acabada de ello. 

Retomando. A un año del dictado de la Ley, aún no está definido ningún procedimiento en relación a la comunicación de las actas de tránsito y no hay ningún mecanismo de diálogo entre la AC y la AA.

Respecto a las cuestiones que llamaron nuestra atención, abordaremos las tres que consideramos centrales: Definición, Alcance y Responsabilidades y sanciones y que transformaron un universo 

-pequeño por lo tanto asible (2.500 unidades circulando aproximadamente, de las cuales 1100 se encuentran habilitadas); 

-claramente identificable a través del característico corte de pintura naranja y blanco;

-fácilmente ubicable el 80% del año: 2.300 generadores de viajes durante el ciclo lectivo, de los cuales 842 pertenecen al sector público y

-limitado territorialmente por los propios límites geográficos de la CABA

en un verdadero pandemónium.

8.2.1.2 Definición

“El servicio de transporte de escolares consiste en el traslado a título oneroso o gratuito de alumnos de nivel inicial, primario o medio que cursan sus estudios en colegios o escuelas de gestión pública o privada, ubicadas en la Ciudad de Buenos Aires, con origen o destino a dichos establecimientos 

A los efectos de la aplicación de la presente ley quedan comprendidos dentro de la definición el transporte de más de seis (6) alumnos de manera simultánea, y el transporte de más de seis (6) menores de hasta dieciocho (18) años de edad de manera simultánea que concurran a realizar actividades de carácter deportivo, cultural o recreativo organizadas por colonias de vacaciones o entidades civiles o religiosas ubicadas en la Ciudad.”  (SIN REGLAMENTAR)

El Transporte Escolar, alumnos que se trasladan para concurrir a clases hasta y/o desde el establecimiento escolar, se transformó en Transporte de Menores que se trasladan para realizar cualquier actividad hasta y/o desde cualquier “entidad”. Por tanto la condición suficiente es el domicilio del generador del viaje, es decir, todo es transporte escolar si los pasajeros son más de seis y acreditan tener hasta 18 años de edad.

8.2.1.3 Alcance:

“El traslado fuera de los límites de la Ciudad de Buenos Aires, no podrá tener un destino que exceda una distancia máxima de cien (100) kilómetros de la misma (Reglamentación: los 100 km. Son medidos a partir del km. 0 de las rutas nacionales),

De este modo la Ley “consagra” el principio de bijurisdiccionalidad –pese a un fallo de la Suprema Corte de Justicia “Provincia de Catamarca vs. Empresa Gutierrez SA”- ya que 100 km. abarca hasta el tercer cordón de la RMBA, colisionando, por ejemplo, con los permisos de Oferta Libre de Escolares Interjurisdiccionales en el marco del Decreto 656/94 y la Resolución 362/94 de Jurisdicción Nacional y cuya Autoridad de Aplicación es la Secretaría de Transporte de la Nación y la Autoridad de Control es la CNRT. 

El Transporte Escolar de carácter urbano en el ámbito de la CABA, mutado en Transporte de Menores, se ha transformado en Transporte de carácter urbano y suburbano de jurisdicción nacional. La jurisdicción ya no se define por el par Origen-Destino, sino por el Origen. 

8.2.6 Responsabilidades y sanciones:

"8.2.6.1 Aplicación del Régimen de Faltas. Las infracciones al presente capítulo se sancionarán de acuerdo a lo establecido en el Régimen de Faltas de la Ciudad de Buenos Aires aprobado por Ley N° 451 (B.O.C.B.A. N° 1043), en la forma establecida en el Procedimiento de Faltas aprobado por Ley N° 1.217 (B.O.C.B.A. N° 1846)". Modificado por Ley 1919  (SIN REGLAMENTAR)

Aquí se abren dos problemas. 

Uno, a consecuencia del Alcance: conviven dos regímenes sancionatorios para un mismo segmento de la oferta: el aprobado por el poder Ejecutivo Nacional a través del Decreto 1395/97 y el Régimen de Faltas de la Ciudad, aprobado por la Ley 451.

El segundo, es que no se modificó la Ley 451, por lo que hay prohibiciones específicas establecidas en la Ley de Transporte Escolar que no tienen previstas sanciones. Y como el código de faltas, insistimos, confunde tránsito con transporte las sanciones generalmente recaen en el conductor y no en el titular de la habilitación, único responsable de la prestación, en condiciones de seguridad y calidad, del servicio público, ya sea que él conduzca o lo haga un dependiente suyo.

Debemos mencionar que estos detalles tampoco fueron observados por el Ejecutivo, ya que no hizo uso de la facultad del veto parcial. A su vez, ambos -la Legislatura y el Ejecutivo-, perdieron una segunda oportunidad de subsanar el error: la Ley fue modificada al poco tiempo por la Ley 1919 

Lo que queremos demostrar a grandes rasgos y dentro de los límites de este esbozo, es que esta visión de Estado capaz de contemplar el conjunto más basto, ni siquiera es dable observarla en la sanción de una Ley sencilla pero importante por el bien tutelado –los niños-, donde no sólo se visualiza un desconocimiento de marcos regulatorios de jurisdicciones ajenas sino la necesidad de adecuar al nuevo status político a las normas propias.

Creemos que en el caso del transporte este problema se torna más notorio, dado que hoy día ya no es dable pensarlo fuera de la concepción de una Región Metropolitana del Transporte, pero previamente requiere que avance en asumir, que en tanto dueño del territorio, es ella misma, la Ciudad Autónoma, la única con facultad plena para establecer las condiciones en las que quiere que el Servicio Público de Transporte se preste en su territorio, sin necesidad de que eso implique el todo o nada, es decir traspaso del transporte o de la policía, etc. etc.

Consideramos que aún no hay noción de Estado (autónomo o no -y no por culpa de la Ley Cafiero-), sino de Municipio, y que cuando se avanza se hace avasallando hasta los principios elementales del derecho.

Finalmente, de lo que se trata es de una imposibilidad de romper el anclaje local, no de una falta de intento. Que no es lo mismo. No obstante, desde nuestra visión, creemos que pese a los esfuerzos y, dado que no se trata de un problema de voluntades, el cambio estructural que significa Ser Estado, llevará su tiempo. El tiempo que demore lo viejo en terminar de morir y lo nuevo en acabar de nacer, ese es el concepto de crisis, y esa es la crisis por la que atraviesa, desde nuestra perspectiva, la CABA y en donde la Unión Personal Civil de la Nación tiene mucho por aportar por su anclaje histórico que conforma su perspectiva, su visión, su pensamiento de Estado y su praxis. 

Creemos que en este desafío, nuestra Organización Gremial tiene una gran oportunidad: aportar su experiencia, su idoneidad y sus cuadros a la reconstrucción del Estado. 

Buenos Aires, Julio 2007
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�	 “m) Controlar el estado de las instalaciones de transporte local y redes de distribución en la vía pública tanto en el espacio aéreo como subterráneo respecto de los servicios públicos locales y supervisar los tendidos de los interjurisdiccionales, a los efectos de velar por la seguridad y el resguardo ambiental. “ Ley 210/LCABA/99, Artículo 3º.





�	 Nota 555/EURSPCABA/2002 del 27 de junio de 2002, suscripta por el entonces presidente del Organismo Dr. Néstor Vicente cumplimentando luna decisión unánime de ese Directorio y dirigida al Sr. Jefe de Gobierno, a los fines de solicitarle tome las medidas para iniciar el traspaso ordenado al Ente de las funciones que le competen.


�	 "8.2.6.1 Aplicación del Régimen de Faltas. Las infracciones al presente capítulo se sancionarán de acuerdo a lo establecido en el Régimen de Faltas de la Ciudad de Buenos Aires aprobado por Ley N° 451 (B.O.C.B.A. N° 1043), en la forma establecida en el Procedimiento de Faltas aprobado por Ley N° 1.217 (B.O.C.B.A. N° 1846)". LEY 1919


	8.2.6.2 Faltas no contempladas. Giro de actuaciones. La autoridad de aplicación remitirá a la Justicia Contravencional y de Faltas las actuaciones correspondientes a acciones realizadas por titulares de permisos, conductores y acompañantes que conlleven transgresiones a otras normativas vigentes. 








